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      Prólogo




      Héctor Aguilar Camín




      El humor social de México es melancólico. Es un país herido por el escepticismo y, al mismo tiempo, urgido de creer en un cambio. Difícil hablar con ese estado de ánimo, suscitar su confianza, traerlo a la revisión cuidadosa, más que a la denuncia irritada, de sus males. Pero si algo demuestra la reacción de millones ante la tragedia de los sismos de septiembre es que, en medio del desencanto, hay una reserva enorme de solidaridad y fortaleza pública.




      La desilusión colectiva tiene buenas razones. Viene de la historia inmediata, de las oportunidades perdidas en estos años de grandes esperanzas y pobres resultados.




      En 2018 se celebrarán las cuartas elecciones presidenciales democráticas de la historia de México. Se cumplirán también cincuenta años del movimiento estudiantil de 1968, para muchos el principio del cambio en la sensibilidad social y en la legitimidad política que llevó a México a la alternancia democrática del año 2000, la primera de su historia.




      En este medio siglo, México ha soñado de más y conseguido de menos. Ha intentado las fórmulas probadas en otros países para volverse un país moderno, pero esas fórmulas han sido insustanciales o insuficientes, cuando no simples remedos de soluciones, más caros a veces que los males que intentaban corregir.




      México no ha tenido una década de crecimiento económico alto y sostenido desde 1970, año a partir del cual, sin embargo, duplicaría su población, trayendo al mundo 70 millones de nuevos mexicanos.




      Dilapidamos en el camino dos ciclos de abundancia petrolera: uno en los años setenta del siglo pasado, otro en la primera década del siglo xxi. Las rentas de este último, coincidente con la primera década de nuestra democracia, pueden calcularse en seis veces el monto del Plan Marshall, que financió la reconstrucción de la Europa devastada por la Segunda Guerra Mundial.




      Una revolución de terciopelo, hecha de reformas graduales y transiciones pactadas, convirtió la agotada hegemonía priista en una prometedora primavera democrática.




      Descubrimos poco a poco, sin embargo, que la nuestra era una democracia sin demócratas. Del fondo de nuestras costumbres políticas, más que de las leyes vigentes, emergió paso a paso una partidocracia rentista, cuya especialidad fue gastar crecientes cantidades de dinero público legal y de dinero oculto ilegal en elecciones que cuestan cada vez más e inducen cada día mayores desvíos de recursos públicos, mayor incredulidad ciudadana y mayores cuotas de corrupción en los gobernantes.




      En lugar del presidencialismo opresivo de las eras del pri, tenemos ahora un gobierno federal débil y una colección de gobiernos locales impresentables.




      Nuestros gobiernos locales son los más ricos de la historia reciente, los más autónomos, los más legitimados electoralmente, y también los más corrompidos y los más irresponsables, pues no rinden cuentas, ni cobran impuestos, ni aplican la ley.




      La guerra contra las drogas y el crimen organizado, que pareció cuestión de vida o muerte hace una década, lejos de contener el tráfico, la violencia o el crimen, los multiplicó, sumiendo al país en una espiral de sangre.




      El acierto estratégico mayor de estos años, la integración comercial con América del Norte, no fue aprovechado para modernizar el resto de nuestra economía, y debe buena parte de su competitividad a los bajos salarios.




      La economía mexicana produce billonarios de clase mundial pero no salarios dignos de una clase media decente. Nuestra riqueza, paradójicamente, multiplica nuestra desigualdad.




      La cuenta de las equivocaciones colectivas del último medio siglo es notoriamente más larga que la de los aciertos. Estamos lejos de ser el país próspero, equitativo y democrático que soñamos con el advenimiento de la democracia…




      La responsabilidad mayor es de los gobiernos, desde luego, pero también de sus oposiciones políticas y de la sociedad civil organizada: de la baja calidad de nuestra opinión pública y de nuestros medios, de nuestras empresas, nuestros sindicatos y nuestros empresarios, del conjunto de nuestra clase dirigente. También, de la débil pedagogía que abunda en las escuelas, de las iglesias, de la vida académica e intelectual, y de los malos hábitos y las pobres convicciones, de los usos y costumbres de la sociedad.




      El país que irá a elecciones en 2018 es inferior al que soñaron estos años sus gobiernos y sus ciudadanos, y al que ambos hubieran podido construir equivocándose menos.




      La frustración y el desencanto de estos años han echado sobre nuestros problemas una mirada crítica que impide hacerse ilusiones y obliga a encontrar respuestas, porque el solo diagnóstico no alcanza: estamos también fatigados, aburridos si no hartos de diagnósticos sin salida, de denuncias sin consecuencias y de soluciones mágicas, demagógicas o providenciales.




      Los problemas de México son dolorosamente reales. Necesitan también remedios reales, complicados y largos si se quiere, pero claros y al alcance de nuestras decisiones públicas.




      La convicción de los autores y editores de este libro es que el problema primero de México es la corrupción y la consiguiente debi­lidad de su Estado de derecho. El segundo es la gobernabilidad democrática y la baja calidad de los gobiernos. El tercero es la seguridad pública. El cuarto, la falta de crecimiento económico, la persistencia y el aumento de la pobreza y la desigualdad. El quinto, la ­ausencia de un Estado de bienestar digno de ese nombre. El sexto, la indefinición del lugar de México en el mundo, frente a sus vecinos incómodos, Estados Unidos y Centroamérica, y frente a los desafíos de la nueva civilización.




      Éste es el orden de los capítulos del libro que el lector tiene en sus manos: ¿Y ahora qué? México ante el 2018. No es sólo un libro que revisa los problemas centrales de México en vísperas de las elecciones de 2018. Es también un llamado a la acción. Mejor: un mapa de acciones posibles, una ambiciosa pero precisa lista de decisiones públicas que están al alcance de la mano: un libro de diagnósticos con soluciones.




      Dimos título a este libro a principios de 2017 en un momento de doble incertidumbre: la que venía de fuera, por el eco de rupturas globales como el Brexit y el ascenso de Donald Trump a la Presidencia de Estados Unidos; y la que venía de dentro, por el espectáculo de un gobierno de México que parecía haber perdido las riendas de la política y de la economía.




      La doble incertidumbre está lejos de haberse diluido. Por el contrario, tiende a crecer.




      La presidencia de Trump puede dañar seriamente la relación entre los dos países, desfigurando o poniendo fin, por ejemplo, al Tratado de Libre Comercio de América del Norte, bajo cuyas reglas funciona, desde 1994, la mayor parte de la economía moderna de México.




      Internamente, no deja de ser una ironía que el gobierno de Enrique Peña Nieto, el más reformador de la era democrática del país, llegue a su término con los índices de aprobación más bajos desde que se mide la popularidad presidencial.




      La disonancia interna mayor quizá sea que el gobierno de México tiene un proyecto de país de primer mundo, una capacidad de ejecución gubernamental de tercer mundo y un rechazo público


      de Estado o país fallido. Sus propósitos están por encima de sus resultados y sus resultados por debajo de lo que su sociedad está dispuesta a tolerar.




      Agotado el horizonte de reformas de los últimos años, el gobierno y el país, en vez de fortalecidos, parecen débiles e inciertos. La percepción no coincide necesariamente con los hechos pero la percepción es un hecho en sí misma, una realidad a menudo más potente que la propia realidad.




      Nuestra pregunta no era ni es retórica: “¿Y ahora qué?” A esta pregunta responden los más de 30 autores de este libro en una exploración multidisciplinaria de los problemas enunciados antes: 1. Corrupción y Estado de derecho, 2. Democracia y gobernabilidad, 3. Inseguridad, 4. Desarrollo y combate a la pobreza, 5. Estado de bienestar, 6. México en el mundo.




      Ensayo por ensayo, autor por autor, el mensaje reiterado de estos diagnósticos con soluciones es que, lejos de ser un país sin rumbo ni respuestas, México rebosa de opciones y posibilidades. Sus problemas son graves, pero las soluciones son posibles.




      Es posible un país que someta a controles tecnológicos y digitales los trámites y procesos públicos que lo corrompen; que limite el uso de dinero en efectivo y legisle la “muerte civil” para funcionarios y empresas que hayan sido condenados por actos de corrupción.




      Es posible una fiscalía que sirva a los ciudadanos y no al poder, que deje de ser la “procuraduría del presidente” para convertirse, efectivamente, en la Fiscalía de la Nación.




      Es posible un país que revise y reordene sus leyes para dar coherencia a su Estado de derecho, para ordenar su desordenado federalismo y para profesionalizar su desarticulada administración pública.




      Es posible un país que rehaga su sistema de seguridad, replantee su guerra contra el narcotráfico, reduzca la violencia criminal, mejore sus policías, controle sus cárceles y contenga con políticas sociales el paso de sus jóvenes al crimen.




      Es posible un país que ataje la fragmentación de su vida política, contenga el malestar ciudadano, disminuya la incompetencia de sus gobiernos, reduzca su corrupción electoral y mejore la gobernabilidad de su vida democrática.




      Es posible un país próspero que invierta lo necesario en infraestructura y educación, haga productivos sus impuestos, reduzca la pobreza, la desigualdad económica y la desigualdad regional.




      Es posible un país con seguridad social universal, con un ingreso básico para toda la población, que erradique la pobreza extrema, con mayor calidad en sus servicios de educación y salud, con un modelo de desarrollo sustentable y una vida cultural original y distintiva en el mar uniforme de la globalización.




      Es posible un México que redefina su lugar en el mundo, asuma su destino compartido con Estados Unidos y Centroamérica, así como los retos que le plantean la sociedad del conocimiento y la globalización.




      Todo esto es posible y está descrito y propuesto minuciosamente, tema por tema, en las páginas de este libro, cuya virtud mayor acaso sea que dibuja con precisión un camino para cambiar a México radical pero institucionalmente.




      Digo un camino pero en realidad son varios caminos, tantos como noventa. ¿Y ahora qué? México ante el 2018 recoge treinta y tres ensayos que terminan en tres propuestas puntuales de cambio. Dan, como quiere el dicho, el remedio y el trapito.




      La prueba de realidad que hay en estas propuestas es que ninguna se asume como instantánea o mágica. Todas dicen la verdad en el sentido de que su formulación es clara pero su puesta en práctica y sus efectos necesitan tiempo para madurar y dar sus frutos. No es la oferta de un cambio fácil o rápido, sino de cambios complejos pero precisos y accesibles. La intención de este libro es enunciarlos con claridad y ponerlos en la mesa del año electoral que está ya entre nosotros, al alcance de partidos y ciudadanos.




      Todas las incertidumbres que dieron origen a este libro siguen abiertas. Alcanzarán una tensión eléctrica durante las campañas electorales del 2018. Queremos contribuir a un 2018 rico en el debate de programas y proyectos, no sólo de partidos y personas.




      Los candidatos y los partidos en campaña, como los países, como las personas, necesitan identidad y propósito. Sus campañas han de empezar por tener una narrativa clara de a dónde quieren ir, porque no hay vientos propicios para quien no sabe a dónde va.




      Hay que dibujar con claridad el futuro posible, volverlo un lugar no sólo deseable sino alcanzable, práctico y utópico a la vez. Ha de haber, frente a los votantes y los ciudadanos, hojas de ruta que despierten su hambre de cambio y la ambición colectiva de mejora. Si algo hay profundamente sembrado en las mayorías de México es la simple, invencible, potente vocación de mejorar. A cualquier precio, a veces por cualquier medio.




      Durante muchas décadas, las sociedades de los países en desarrollo no vieron en el futuro sino una promesa de repetición de su pasado: un horizonte melancólico de carencias, limitaciones, pobreza, desigualdad.




      Las historias de éxito global del último tercio de siglo, de la España democrática de los años ochenta del siglo xx a la China capitalista de principios del siglo xxi, han demostrado a todos que el subdesarrollo no es una fatalidad, ni la prosperidad un club reservado a los prósperos.




      Si algo muestra con cifras abrumadoras la historia económica de las últimas décadas es que cientos de millones de seres humanos, y muchos países, pudieron hacerse dueños de su destino y, en unos cuantos años, en el lapso de una generación, cambiaron su historia de limitaciones y carencias por un presente de logros y progreso.




      México comparte con otros países lo que algunos autores llaman “la trampa de los ingresos medios”. Esa trampa consiste en que México tiene ya un nivel de desarrollo suficiente para que sus salarios sean altos y los salarios bajos dejen de ser una ventaja competitiva frente a otros países. Al mismo tiempo, no es un país suficientemente desarrollado para tener una mano de obra cara cuya productividad la haga rentable, pese a su costo, en el mercado global.




      Como muchos otros países del orbe, México es en muchos sentidos preso de su historia. Lo atan ideas, instituciones, intereses y sentimientos públicos heredados. Tiene demasiada historia acumulada, fosilizada, en sus leyes, en sus hábitos, en sus grupos de interés, en sus prácticas públicas y en esa región etérea pero resistente que son los usos y costumbres de los pueblos.




      La batalla electoral del 2018 tendrá en muchos sentidos el sello de una lucha entre la llamada del pasado y el llamado del futuro. Yo diría que los ensayos de este libro son parte del llamado del futuro.




      La verdad es que México ha sacado la mitad del cuerpo de las aguas del subdesarrollo. Para sacar la otra mitad y volverse el país próspero, equitativo y democrático que queremos que sea, necesita decisiones estratégicas y liderazgo claro. Pero necesita también ideas, hojas de ruta, identificación de políticas públicas cuyos resultados puedan medirse y exigirse. Es lo que hemos tratado de aportar aquí.




      Las debilidades de México están a la vista, no hay cómo ocultarlas. Pero cada debilidad mexicana puede leerse desde el ángulo de alguna fortaleza. Las instituciones democráticas no alcanzan para pactar las transformaciones que el país requiere, pero lo representan y gobiernan en todos los niveles. México es lo que no había sido en toda su historia: una democracia.




      La economía muestra todavía grados inaceptables de concentración que frenan el ritmo de su conversión en una moderna economía de mercado, condición indispensable para crecer. Pero esa misma economía acudió con eficacia a la puerta abierta por el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (1994) y convirtió al país en un exportador impresionante, con una planta industrial moderna de clase mundial, de quizá unos 50 millones de personas.




      La sociedad mexicana, por último, es desigual. Presenta graves injusticias y marginaciones, pero en el fondo de esa sociedad desposeída hay una épica del esfuerzo y del trabajo que no sabemos ver ni estimular en toda su pujanza a través de mejores instituciones de educación y salud, y mejores oportunidades de trabajo.




      Se trata de los millones de mexicanos que han migrado dentro de su país o fuera de él en busca de empleo, oportunidades, progreso para ellos y los suyos. Ésta es la epopeya silenciosa de México: la de los millones de mexicanos que van a buscar lo que necesitan donde lo hay; eso que hizo decir al economista John Kenneth Galbraith que en ninguna minoría de migrantes en los Estados Unidos había encontrado tanta disposición al trabajo y al esfuerzo como en los migrantes mexicanos, diga lo que diga el presidente Trump.




      Ese pueblo que quiere más, que busca su camino por sí mismo y está dispuesto hasta el estoicismo para encontrarlo, es la fortaleza mayor de México, el verdadero fondo del paisaje sobre el que cruzan nuestros males.




      ¿Y ahora qué? México ante el 2018 es un libro nacido de la colaboración de la Fundación de la Universidad de Guadalajara y la revista Nexos. La conversación inicial de este libro, con Raúl Padilla, siguió en reuniones de trabajo con Héctor Raúl Solís y Mara Robles. Tomó finalmente la forma de una convocatoria de siete coordinadores editoriales especializados, en quienes pusimos la tarea de diseñar el enfoque para cada tema y convocar a los autores que debían cubrirlo.




      María Amparo Casar coordinó el tema de corrupción, José ­Ramón Cossío el de Estado de derecho, José Woldenberg el de democracia y gobernabilidad, Eduardo Guerrero el de inseguridad, Luis de la Calle el de Prosperidad y desigualdad, Santiago Levy el de Estado de bienestar, y Jorge G. Castañeda el de México en el mundo.




      Los textos fueron encargados en mayo y entregados en agosto, razón por la cual falta en ellos toda alusión a los sismos de septiembre.




      Nicolás Alvarado y yo hicimos el trabajo de edición general, fundamentalmente para mantener los textos en el número acordado de palabras, para titularlos y uniformar la presentación de sus propuestas al final de cada ensayo.




      Juan Carlos Ortega y Ricardo Cayuela hicieron la edición final con una mirada fresca que propició la reubicación de algunos de los ensayos para hacerlos vecinos de textos que les eran afines, y María de la Mora realizó la gestión editorial.




      Este libro está pensado para servir al debate de ideas y programas durante la elección de 2018. Invitamos a usarlo libremente a candidatos, partidos, medios y ciudadanos.




      16 de octubre de 2017




      

        Nota bibliográfica:




        Uno y retomo aquí textos míos de tema y mirada convergentes: “Lamento mexicano” (El País, 5 de abril de 2017), “El momento de México” (Nexos, septiembre de 2015), “Un futuro para todos”, prólogo del libro México 2042 (Taurus, 2012) coordinado por Claudio Loser, Hardiner Kohli y José Fajembaum.
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        Corrupción




        LA SOMBRA DE LAS INSTITUCIONES




        María Amparo Casar




        Corruption is not so much a problem for governments as it is an approach to government.




        SARAH CHAYES




        Nadie mejor que un gobernante, un funcionario público de alto nivel o un empresario que se colude con ellos para explicar cómo operan la corrupción y la impunidad. Cuánto más revelador sería este ensayo si lo escribieran Javier Duarte desde el reclusorio, César Duarte desde el lugar en que se esconde, Borge desde Panamá o nuestros Marcelos Odebrechts en donde se encuentren. Podrían contar historias que sólo alcanzo a imaginar. Son ellos los que podrían decirnos con toda certeza qué los impulsó a disponer de miles de millones de pesos en recursos públicos que acabaron en sus bolsillos o en sus campañas; a dónde se los llevaron; cómo desviaron las partidas o las participaciones y aportaciones; cómo le dieron la vuelta a los controles y a la rendición de cuentas; cómo armaron su red de funcionarios y empresarios cómplices; por qué estaban tan seguros de que nunca los alcanzaría la justicia. Son ellos los que saben qué, por qué, cuánto, cómo y dónde.




        También serían mejores las historias de impunidad contadas desde las procuradurías, los despachos de abogados o los juzgados donde se arman los expedientes, se congelan o se aceleran las investigaciones por mandato superior, se usan los hoyos de las leyes o se compran sentencias. No en balde la Encuesta Nacional de Calidad Regulatoria e Impacto Gubernamental en Empresas (ENCRIGE, 2016) señala que en donde más obstáculos encuentran los empresarios al hacer negocios es precisamente en los trámites que tienen que realizar ante las autoridades judiciales y en el Ministerio Público (particularmente en los juicios laborales y mercantiles).




        Lo que sabemos desde la investigación académica y periodística es que la corrupción es sistémica, que la impunidad es una regla que admite pocas excepciones y que sus costos son gravísimos para el país.




        La corrupción es sistémica no sólo porque está en todas partes, sino porque es una forma de operar común al ámbito público y al privado; es un modo de vida que permea al cuerpo político y al tejido social. No se trata de la suma de actos aislados. Alcanza el nivel de norma social: usar el cargo público para beneficiarse a sí mismo, a los familiares o a los amigos; es un comportamiento esperado y tolerado socialmente.1




        La corrupción es un dilema cotidiano en todos los órdenes de la vida:




        ¿Esperar días o meses para la cita con el médico del sector salud o sobornar al encargado de otorgar los turnos?




        ¿Quedarse fuera de la competencia o pagar por los requisitos de una licitación?




        ¿Denunciar al oficial corrupto que me dejó fuera del concurso y quedar en la lista negra o callar y esperar mejores tiempos?




        ¿Meter dinero ilegal a la campaña o resignarse a perder la elección?




        ¿Mantener el precio de mercado, y que tu competidor gane el contrato gubernamental, o sobrefacturar, a sabiendas de que parte de ese dinero caerá en manos de algún funcionario?




        ¿Construir un edificio de cuatro pisos porque es lo que permite el plan de desarrollo urbano o dar un “pago extraoficial” para construir seis pisos más?




        ¿Correr el riesgo de que te cierren el restaurante porque el extintor está cinco centímetros fuera de lugar o pagar el derecho de piso que cobran los delegados por dejarte operar?




        ¿Denunciar a tu oficial mayor porque sabes que pasó información privilegiada a una empresa o voltear la cara y mantener tu empleo?




        ¿Entregar el “diezmo” en la oficina municipal o perder tu trabajo?




        ¿Pisar la cárcel o sobornar al juez?




        Cuando se enfrentan estos dilemas, no desde un punto de vista ético, sino desde el beneficio personal, la opción eficaz a elegir es la segunda: pagar por recibir algo a lo que tenemos derecho o pagar por una ganancia o un privilegio al que no tenemos derecho.




        Denunciar no es opción cuando se sabe que los delitos de corrupción alcanzan 98% de impunidad. En este contexto, sobornar es una “elección racional”, una “opción eficaz”. Pero esta “elección racional”, esta “opción eficaz” sólo explica una dimensión del problema.




        Hay otra dimensión, quizá la decisiva. Javier y César Duarte, Roberto Borge o Tomás Yarrington no tenían que corromperse. Lo hicieron porque quisieron, porque pudieron y porque apostaban a salir impunes. Decidieron aprovecharse de las instituciones a su cargo por su idea, como lo sugiere el epígrafe de este ensayo, de que el acceso al gobierno es una oportunidad de riquezas y privilegios ilimitados.




        Pero la cadena de “elecciones racionales” y “opciones eficaces” distorsiona lo mismo el mercado que el Estado. Afecta la competencia y los precios, la recaudación de impuestos y la calidad de los servicios públicos, las elecciones y el desempeño de los gobernantes, la confianza en las instituciones y el prestigio del régimen democrático, la seguridad y la justicia, los medios de información y la cultura.




        Si a todo esto se agrega la baja probabilidad de ser sorprendido, denunciado, procesado y castigado por un acto de corrupción, el escenario está listo para que México ocupe el sitio 95 de 168 en el Índice de Percepción de la Corrupción, con un puntaje reprobatorio de 35 entre 100 posibles. También para que en el Índice de Estado de derecho (World Justice Project, 2015) ocupe un lugar lamentable: 88 de 102, y esté entre los veinte países con servidores públicos más corruptos del mundo. En la liga de Pakistán, Afganistán, Liberia y Venezuela.




        Es difícil cuantificar los costos de la corrupción, aunque sabemos que son muy altos. Los cálculos para 2016 fluctúan entre 2% y 10% del Producto Interno Bruto (PIB); es decir, entre 414 mil millones y 2 billones de pesos.




        El problema con estas cifras no es sólo su volumen espeluznante, sino que no sabemos exactamente cuáles son sus componentes. Cuánto pesan en este cuadro los 4 millones de pequeños actos de corrupción que en 2015 reportó el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), cuánto el desvío de recursos operados por los gobiernos federal y locales, cuánto el sobreprecio de las obras contratadas (la Estela de Luz tuvo un costo adicional de 192%, la refinería de Minatitlán de 7 mil millones y el Paso Exprés de Cuernavaca costó el doble de lo presupuestado), cuánto los sobornos pedidos a las empresas u ofrecidos por ellas (el INEGI estima que en 2016 se pagaron mil 600 millones por sobornos), cuánto la venta de productos pirata (43 mil millones de pesos y la pérdida de 480 mil empleos al año, según la American Chamber of Commerce, 2015), cuánto la evasión al fisco, cuánto las facturas falsas (el Sistema de Administración Tributaria (SAT) ha declarado que las “operaciones inexistentes” suman alrededor de 900 mil millones de pesos), cuánto la utilización de la subcontratación o outsourcing (un negocio de aproximadamente 700 mil millones de pesos), cuánto la ineficiencia o incapacidad de los gobiernos, cuánto los salarios no devengados, cuánto la inversión que dejó de llegar.




        Si bajamos de la estratósfera del PIB, llegamos a los datos que ofrece la Auditoría Superior de la Federación (ASF). En quince años de revisiones de la Cuenta Pública, la ASF reportó “irregularidades” por 752 mil millones de pesos. Tan sólo para la Cuenta Pública de 2015 la cifra asciende a 65 mil millones de pesos. Esto equivale a 80% del presupuesto del programa social más importante —Prospera— o a 2.4 veces lo que gastamos en el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt).




        Si bajamos otro escalón en la medición del tamaño de la corrupción, encontramos que la organización Mexicanos Contra la Corrupción y la Impunidad en tan sólo 17 de sus trabajos de periodismo de investigación ha documentado 59 mil millones de pesos en el uso indebido de recursos públicos o contratos “sospechosos”, 1.4 veces el presupuesto de la UNAM.




        Podemos bajar aun más para ayudar a dimensionar el problema. Leonardo Núñez en Y dónde quedó la bolita (2017) encontró que en las universidades estatales hubo una fuga constante de recursos por medio de contratos a cambio de entregables plagiados de internet, por los que se pagaron hasta 219 millones de pesos, o que 96 millones de pesos pueden desaparecer de la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) en un contrato de licitación amañado para instalar sistemas de captación de agua en comunidades marginadas.




        Siendo estratosféricas, me atrevo a decir que las cifras no son lo más relevante. Lo fundamental es lo que la corrupción y la impunidad le hacen a la competencia, a la competitividad, a la inversión, a los precios, a la desigualdad, a la política y a la moral pública.




        La corrupción impide la libre competencia porque no permite que las empresas concurran al mercado en igualdad de circunstancias. De manera sistemática se deja fuera de la competencia a empresas que podrían proveer un bien con la misma calidad y a menor precio. Es el caso de los medidores de luz, en los que una sola empresa mantiene el cuasimonopolio en ese mercado. Es el caso también en el sector salud, en el que la libre competencia en la compra de medicamentos con patentes vencidas podría ahorrar al consumidor 2 mil 500 millones de pesos anuales (Comisión Federal de Competencia Económica).




        La corrupción afecta la competitividad y la inversión porque las empresas no cuentan con un marco jurídico que les dé certeza, porque los derechos de propiedad pueden ser vulnerados, porque la propiedad intelectual no está garantizada y porque los pagos extraoficiales aumentan los costos de producción. Según el reporte del World Economic Forum (2014), los sobornos aumentan 10% el costo de las transacciones.




        Otro efecto difícilmente cuantificable, pero presente en las sociedades con mayores índices de corrupción, es el de los dos principales servicios públicos que recibe la ciudadanía: la educación y la salud. En ambos casos hay una correlación entre bajos niveles educativos y bajos indicadores de salud con altos índices de percepción en la corrupción.




        Finalmente, la corrupción contribuye a la desigualdad. Un hogar que recibe el ingreso anual promedio en México destina 14% a costear gastos de corrupción. Los hogares que perciben un salario mínimo destinan 33%. La corrupción es un impuesto regresivo, cuesta más a quienes menos tienen.




        En ningún campo la corrupción es más visible y daña tanto la moral pública como en la política. Ahí también lo toca todo: el acceso al poder y su ejercicio. No hay competencia electoral que no esté viciada de inicio por el origen y el monto de los recursos. La ley se viola sistemáticamente para poder llegar al cargo, sobre todo si éste es de elección popular. Una vez alcanzado el puesto, se vuelve a violar para saldar los compromisos adquiridos en campaña.




        Cada cargo público, diríamos, tiene un llavero: el llavero del ejercicio discrecional del poder. Mientras más llaves hay en el llavero y más grandes las puertas que abren, mayor es la corrupción.




        El llavero del presidente de la República incluye la posibilidad de hacer, a través de la Secretaría de Hacienda, ampliaciones a las partidas aprobadas en el presupuesto para favorecer a ciertas secretarías o para decidir destinos específicos de los recursos. En 2016, el Ramo 23 tenía presupuestado 141 mil millones de pesos. Acabó ejerciendo 247 mil millones, que se reasignaron a voluntad del Ejecutivo, sin contrapeso y sin control. El presidente tiene la llave para decidir contratos millonarios en compras gubernamentales, beneficiar a amigos y allegarse aliados, asignar obra pública, utilizar recursos de comunicación social con fines autopromocionales, retener las ministraciones a los estados como instrumento de control y disciplina, decidir, a través de su procurador, qué y a quién persigue, y hasta para usar los servicios de inteligencia con fines políticos.




        Los gobernadores tienen llaves equivalentes, pero disponen de presupuestos menores. Sus llaves abren puertas más chicas, pero su margen de maniobra es mayor que el del presidente, porque los gobernadores están menos vigilados y es mayor su capacidad de capturar congresos, tribunales, auditorías, órganos electorales y de acceso a la información locales. También tienen sociedades menos organizadas y medios más dependientes del dinero público.




        Las llaves de los presidentes municipales abren puertas todavía más pequeñas, pero nada despreciables.




        El Congreso de la Unión tiene llaveros para cerraduras muy grandes y una gran bolsa de 14 mil 447 millones de pesos (2017). De ese presupuesto sobresalen las opacas y absolutamente discrecionales “asignaciones a grupos parlamentarios” que alcanzan más de 2 mil millones de pesos, o sea, 14% del total del presupuesto de las Cámaras. También tienen la llave del famoso “fondo de los moches”, que reparte entre los diputados 26 mil millones de pesos al año para proyectos de infraestructura y desarrollo regional.




        La corrupción tiene también un gran impacto sobre la violencia, aunque poco se habla de ello. Según el reporte Peace and Corruption (Institute for Economics and Peace, 2015), hay una relación estadística entre paz y corrupción. Una vez que un país alcanza cierto nivel de corrupción hay un punto de inflexión (tipping point) en el que un pequeño aumento en la corrupción lleva a una disminución sensible en la paz. México se encuentra entre los países que están en ese punto de inflexión.




        La corrupción parece inevitable en el contexto en el que vivimos, pero no lo es. Se requiere una política de Estado para combatirla. Una política que, además de ser transexenal, nacional y transectorial, sea también integral. Es decir, que aborde la prevención, la detección, la denuncia, la investigación, el castigo y la reparación del daño.




        Cada uno de los eslabones de esta cadena tiene fallas estructurales muy severas en el México institucional de hoy. Son tantos sus componentes que enderezarlos supone la elaboración de un “mapa de riesgos” que permita priorizar las medidas a tomar. El “mapa de riesgos” debe identificar las lagunas y excepciones legales que abren las puertas a la corrupción: los puntos de mayor riesgo presupuestal, los espacios más proclives a comprometer los objetivos de las instituciones y programas, las áreas en las que con mayor facilidad se puede sustituir el interés público por el beneficio personal.




        La corrupción existe por muchos motivos y tiene muchas caras. Los motivos van desde el beneficio personal y el cálculo racional hasta la escasez y la necesidad. Entre sus muchas caras están la discrecionalidad, la opacidad, el clientelismo, el rentismo, el patrimonialismo, el nepotismo, el uso faccioso del sistema de justicia y la simple incapacidad. Lo que es común a todas ellas es que dislocan la vida institucional: las normas, los mercados, la política y la justicia.




        Para combatirla conviene clasificarla con claridad. Una guía probada de catalogación es la de la Government Accountability Office (GAO) del Congreso de los Estados Unidos. Su página electrónica tiene cuatro pestañas: waste, abuse, fraud y mismanagement. Es decir: desperdicio, abuso, fraude y desvío de recursos públicos. Ahí es posible no sólo consultar, sino denunciar, actos de corrupción en cualesquiera de las categorías. Ahí se señalan los programas que necesitan atención continua por el riesgo que suponen.




        Desde que la corrupción y la impunidad se colaron a la agenda pública, la opción más socorrida ha sido la de cambiar las leyes y los reglamentos. La tarea es indispensable y está inacabada, pero no basta. Faltan reformar al menos estas leyes clave: de presupuesto, adquisiciones, obra pública, amparo, fuero, registro público de la propiedad, notarías, protección a informantes y la de delitos electorales.




        Las leyes son fundamentales pero, sin instituciones que puedan aplicarlas a lo largo de toda la cadena (prevención, detección, denuncia, investigación, castigo, reparación del daño), no nos moveremos una sola casilla de donde estamos en materia de corrupción e impunidad.




        Institucionalmente hablando, lo natural sería empezar por el principio; es decir, por la prevención, pero curiosamente en este caso es necesario empezar por el final: por el sistema de justicia. Es innegable que uno de los mayores incentivos para la corrupción es la certeza de que la justicia, salvo raras excepciones, no lo alcanzará a uno. Por ello, la reforma más importante en el combate a la corrupción es la de la procuración e impartición de justicia. No en la norma, sino en los hechos.




        Esto no quiere decir que el primer eslabón, el de la prevención, sea irrelevante o que la detección y la cultura de la denuncia deban obviarse. Prevenir requiere cerrar el mayor número posible de ventanas de oportunidad para la comisión de delitos de corrupción. Identificar los trámites y procesos que con mayor frecuencia se prestan a la opacidad y discrecionalidad, y simplificarlos.




        Lo verdaderamente fundamental es sujetar todos esos procesos a “controles tecnológicos” y de digitalización. Lo que hace la tecnología es, entre otras cosas, eliminar la posibilidad de extorsión o de entrega de privilegios por parte de los funcionarios. La recaudación fiscal ha aumentado gracias a los procesos de automatización introducidos por el SAT. Ahí donde los trámites para obtener un acta de nacimiento, un certificado escolar, un permiso de apertura para un negocio o una licencia de construcción se han sustraído de la voluntad del funcionario, la corrupción ha tendido a disminuir.




        Al final, junto con la voluntad, que es un ingrediente indispensable, la cura de la corrupción estará en la tecnología, y la de la impunidad, como dice Ana Laura Magaloni en este mismo volumen, en la ruptura de “los vasos comunicantes entre el sistema político y la persecución criminal”.




        Otros factores indispensables para reducir la corrupción pueden ser:




        a) Impedir el uso de dinero en efectivo en todas las transacciones gubernamentales y de la economía formal, y exigir a las instituciones financieras y notarías que tomen medidas respecto a las “personas políticamente expuestas” para detectar transferencias ilícitas.




        b) Instituir la “muerte civil” a funcionarios públicos y empresas privadas que hayan sido condenadas por actos de corrupción; esto es, inhabilitarlos para desempeñar cargos públicos o para participar en la contratación de compras y obras gubernamentales, mediante un Registro Público de Funcionarios y Empresarios Sancionados e Inhabilitados. Países como Perú han recurrido con éxito a este mecanismo.




        c) Finalmente, bien haría México en sumarse a la ola que puso la corrupción en la agenda internacional. La cláusula anticorrupción de la Unión Europea y la renegociación del Tratado de Libre Comercio de América del Norte son dos oportunidades incomparables para que México se someta a estándares internacionales y se obligue a políticas de integridad a cambio de beneficios comerciales.




        En suma, lo que hace falta es que la corrupción y la impunidad dejen de ser la norma no escrita del comportamiento público y privado. Que una vez detectada, la corrupción sea investigada y castigada conforme a derecho.




        Hace falta también que el combate contra la corrupción pase de las palabras a los hechos. En los años setenta y ochenta a los mexicanos les tocó luchar por la democracia, ahora toca la tarea de combatir la corrupción y la impunidad.




        Hay, sin embargo, una gran diferencia entre estas dos enormes faenas. En la primera, buena parte de la sociedad y los partidos de oposición unieron fuerzas. En la segunda, no. Instalada la competencia electoral y con ella la pluralidad en los cargos públicos, hoy no hay partidos que en la práctica se hayan comprometido en la tarea de combatir la corrupción.




        Aunque todos dicen hacerlo o querer hacerlo, lo cierto es que han mantenido un pacto tácito en favor de la ilegalidad y de la impunidad. Un pacto cuyo lema es “tapaos los unos a los otros”. La democratización del país no trajo consigo la regeneración de la política sino, en muchos sentidos, la democratización de la corrupción.




        La lucha contra la corrupción está en el discurso de gobiernos y partidos, pero ese discurso no ha estado acompañado por un compromiso en los hechos. Respecto de la corrupción se ha dicho casi todo y se ha hecho casi nada.




        TRES PROPUESTAS PARA COMBATIR LA CORRUPCIÓN




        1. Simplificar los procesos más opacos y sujetarlos a controles digitales que garanticen la transparencia.




        2. Impedir el uso de dinero en efectivo en todas las transacciones gubernamentales y de la economía formal. Optimizar la detección de transferencias ilícitas que impliquen cuentas de funcionarios públicos.




        3. Instituir la “muerte civil” de funcionarios públicos y empresas privadas que hayan sido condenadas por actos de corrupción, mediante un registro público.




        

          




          1 World Bank (2015). World Development Report, 2015: Mind, Society, and Behavior. Washington: World Bank. Recuperado en su versión al español el 11 de octubre de 2017, de: <http://pubdocs.worldbank.org/en/210751493925193701/pdf/Overview-Spanish.pdf>.


        


      


    


  




  

    

      

        Impunidad




        DE LA PROCURADURÍA PRESIDENCIAL


        A LA FISCALÍA AUTÓNOMA




        Ana Laura Magaloni




        Cuando se habla de la impunidad como uno de los grandes males del país, lo que quiere destacarse es que en México existen muchas personas, en el ámbito público y privado, que cometen abusos graves o violentan a otros sin que haya consecuencias legales para sus actos.




        Según la trinchera desde donde se mire el problema, cambia el énfasis de la impunidad que se juzga inaceptable.




        Para una parte de la élite económica, lo reprobable es que las personas que delinquen no sean castigadas, pero no les preocupa mucho que los procesos para sancionar a esos “delincuentes” estén llenos de irregularidades y abusos.




        Para los defensores de derechos humanos, en cambio, lo inadmisible es que los policías y las fuerzas armadas se excedan en el uso de la fuerza y actúen al margen de la ley, quedando en absoluta indefensión aquellos que padecen esos abusos.




        Para una parte importante de la opinión pública y de la sociedad, lo indignante es que los altos funcionarios generen enormes fortunas personales, producto de actos de corrupción, en el entendido de que la procuraduría no los investigará ni los acusará por esos actos.




        Desde todas estas ópticas, lo que se apunta es la debilidad del sistema de persecución y enjuiciamiento penal. No contamos con policías, ministerios públicos ni jueces que establezcan fronteras claras para las conductas inadmisibles en una sociedad.




        No obstante, a pesar de los altísimos costos sociales y económicos del mal funcionamiento del sistema penal, no hemos podido reformarlo. ¿Por qué? ¿Qué es lo que realmente obstruye la transformación del sistema de procuración e impartición de justicia?




        En primer lugar, la historia. La procuración de justicia en México ha sido una forma de ejercer el poder. Venimos de un régimen político en el que la aplicación selectiva del castigo penal en función de los intereses políticos del presidente en turno fue un instrumento clave de gobernabilidad y control político.




        La procuraduría fue diseñada para dar certeza a la élite política y económica de que ninguno de sus miembros, salvo que el presidente lo ordenara, tendría responsabilidades penales como consecuencia de sus actos, sin importar la gravedad de los mismos.




        La corrupción quedó blindada: el pacto político implícito era que no existirían consecuencias penales para nadie, salvo para los detractores del poder. En este sentido, la procuraduría históricamente funcionó para garantizar la cooperación, la lealtad y la cohesión políticas en torno al presidente.




        La procuraduría funcionó también para controlar los mercados ilícitos, no por su efectividad para perseguir esos delitos, sino por su capacidad para negociarles impunidad. Si el sistema servía para intercambiar favores y apoyos políticos, era viable que también sirviera para pactar con las organizaciones criminales el tránsito de la droga, a cambio de que no alteraran significativamente la seguridad ciudadana y dejaran en la maquinaria de gobierno parte de las ganancias de esos mercados.




        La estructura fundacional del sistema de procuración de justicia no tuvo nada que ver con las tareas propias de ese sistema: investigar, acusar, juzgar y sancionar a quienes cometen delitos. Más bien, como señala Roberto Gil, fue un sistema diseñado “para dosificar los grados de impunidad en función de las necesidades de legitimación y estabilidad del régimen” (El Financiero, 19/04/17). Para lograr esto, la institución debía funcionar con grandes márgenes de discreción y manipulación política. También, con una fuerte disciplina interna de la policía y de los ministerios públicos hacia el procurador, quien a su vez estaba disciplinado con el Ejecutivo en turno. Un aparato así necesitaba un Poder Judicial débil y obediente, que avalara las acusaciones del Ministerio Público, sin mayor control a sus métodos de investigación o a la calidad de sus pruebas.




        Ese modelo funcionó en un contexto de baja incidencia delictiva y fuerte centralización del poder. Bajo esas premisas se generó un tipo de gobernabilidad que sirvió al país durante algunas décadas. El problema al que hoy nos enfrentamos es que el sistema penal no ha cambiado pero hace tiempo nos encontramos en un contexto opuesto al que lo hacía funcionar.




        Hoy tenemos una alta incidencia delictiva y una acentuada descentralización del poder, que exigen otro modelo de gobernabilidad: un andamiaje institucional opuesto al que tiene la procuraduría.




        Los pactos de impunidad centralizados en la figura del procurador ya no funcionan. Conforme el sistema político fue democratizándose y el poder se descentralizó, la vieja disciplina interna de policías y ministerios públicos se resquebrajó.




        Hoy policías y ministerios públicos tienen capacidad por sí solos de “vender” impunidad. Los hilos del control vertical del mercado de la impunidad se diluyeron y ese mercado funciona ahora de manera desordenada y atomizada. Esto podría explicar, al menos en parte, por qué el proceso de descentralización del poder de las últimas tres décadas se dio en medio de una creciente actividad delictiva: la compraventa de impunidad se volvió más barata, accesible y desordenada.




        La corrupción y los pactos de impunidad tampoco funcionan para generar cohesión y disciplina políticas, viables sólo en el régimen de partido hegemónico que hace tiempo no tenemos.




        Las elecciones estatales de 2016 dejaron claro que la agenda anticorrupción genera votos. Se volvió moda la promesa electoral de meter a la cárcel a los gobernadores salientes acusados de corruptos. Hoy seis exgobernadores están enfrentando procesos penales. Pero esto no se debe a la autonomía de las procuradurías, sino a la fuerza del gobernador entrante para pedir a su procurador que investigue la corrupción de su antecesor. Es el viejo sistema penal: el gobernador decide a quién perdona y a quién castiga en función de sus intereses políticos.




        Está claro que los costos del sistema penal actual son mucho más altos que sus beneficios. Pero aún estamos lejos de alcanzar los acuerdos políticos necesarios para cambiarlo. El reciente intento de virar al sistema penal acusatorio parece haber agravado algunas cosas sin resolver las fundamentales.




        Otro poco de historia: el 18 de junio del 2008 se aprobó la reforma constitucional que establece en México un sistema penal de corte acusatorio, regido por los principios de publicidad, oralidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación. Se definió un lapso de ocho años para implantarlo en todo el país.




        La reforma tenía muchos propósitos. Uno muy importante era profesionalizar el trabajo de las procuradurías, elevando los controles judiciales a su actuación y a la calidad de las pruebas aportadas en el juicio. La apuesta era terminar con la tortura y con la fabricación de culpables —métodos preferidos de “investigación criminal” del viejo régimen— y obligar al Ministerio Público y a la policía a hacer su trabajo. El sistema de persecución criminal, por primera vez en su historia, debía desarrollar verdaderas capacidades investigativas en la persecución de los delitos complejos, cada vez más frecuentes en el país.




        La reforma nació herida de muerte. El presidente Calderón pensaba que la crisis de seguridad se resolvería, en lo fundamental, con el uso de la fuerza del Estado. Lo que quería era una reforma de seguridad pública que diera “mayores instrumentos” a policías y ministerios públicos, sin contrapesos judiciales. Para combatir casos de delincuencia organizada planteaba cateos, medidas cautelares, arraigo, escuchas telefónicas, entre otros.




        Los priistas, entonces en la oposición, creían que si no aprobaban la iniciativa de Calderón y éste fracasaba en su estrategia de seguridad, ellos serían vistos como los responsables. Pero la reforma en seguridad, según el cálculo del PRI, tenía que “equilibrarse” con una reforma en mayor sintonía con un régimen democrático. Por ello el PRI impulsó la reforma penal acusatoria. El acuerdo político fue que los delitos relacionados con la delincuencia organizada quedarían fuera del nuevo sistema penal y se manejarían según los principios de seguridad pública y uso de la fuerza del Estado, planteados por el presidente. El resto de los delitos se llevarían por el nuevo sistema y se estableció un plazo constitucional de ocho años para que todos los estados y el gobierno federal transformaran sus sistemas penales en esa dirección.




        Los ocho años dieron margen a la administración de Calderón para su aplazamiento. Nadie en su gobierno asumió un liderazgo fuerte y decidido para estructurar la implantación del nuevo sistema. La reforma penal acusatoria quedó marginada y huérfana en términos políticos.




        Cuando llegó Peña Nieto al poder, quedaban poco más de tres años del plazo original para instaurar la reforma. Tarea imposible de alcanzar. Chile, con una cuarta parte de la población, con una buena policía, sin un sistema federal y con desafíos de seguridad menores que México, se había tardado siete años en hacerlo.




        La opción para Peña Nieto —y se le dijo a sus asesores— era implantar la reforma en tres o cuatro estados, para mostrar que era posible transformar el viejo sistema. Esto le hubiese dado capital político para extender el plazo constitucional otros seis años. Sin embargo, fuese por falta de entendimiento de la complejidad intrínseca de la reforma o por simple frivolidad, el gobierno de Peña Nieto decidió que cumpliría los plazos previstos y en tres años todos los estados y el gobierno federal trasformarían sus sistemas de procuración e impartición de justicia.




        El gobierno impulsó al efecto la aprobación del Código Nacional de Procedimientos Penales, puso una fecha para que entrara en vigor en todo el país y dejó que cada gobernador decidiera cómo bajar a tierra el nuevo sistema. El resultado fue una reforma en el papel que no cambió las estructuras fundacionales ni las viejas prácticas del modelo autoritario. Tampoco mejoró las capacidades institucionales de las procuradurías y los jueces.




        Visto ese proceso en retrospectiva, mi impresión es que nunca existió un acuerdo político fundamental para que el presidente y los gobernadores dejaran de usar la persecución criminal con fines políticos. Implantar de verdad la reforma penal acusatoria hubiese significado romper los vasos comunicantes del sistema político con la persecución criminal.




        No se hizo porque, como hemos dicho antes, la procuración de justicia en México es parte del ejercicio del poder. Es un aparato diseñado para servir y proteger los intereses de los que gobiernan. Por eso las procuradurías se colapsan a la hora de construir acusaciones sólidas en la infinidad de delitos graves que se cometen en el país. La impunidad aquí no es protección, sino incapacidad y debilidad institucionales.




        Un sistema de procuración de justicia eficaz se funda en la premisa de que la amenaza de castigo cuando se comete un delito es igual para todos. Nadie puede manipular el sistema para que sancione a unos y perdone a otros. Los costos de no tener un sistema de persecución criminal sólido son enormes, pero reformar a fondo las procuradurías es renunciar al centro fundacional de los privilegios de la élite.




        La historia reciente: fue la agenda anticorrupción, no la de seguridad pública, la que evidenció la falta de autonomía política de la procuraduría. La discusión del Sistema Nacional Anticorrupción puso en la mira de la opinión pública la necesidad de romper los vasos comunicantes entre la procuraduría y el presidente. Sólo así podía lograrse que la persecución de altos funcionarios por delitos de corrupción no dependiera, como hasta ahora, de la voluntad política del presidente. Esto quiere decir que el Ejecutivo ya no pueda utilizar el sistema de procuración de justicia para proteger a sus amigos a cambio de su lealtad.




        Un cambio de esta envergadura supone un nuevo modelo de gobernabilidad y del ejercicio del poder en México. No sorprenden los miedos, el desconcierto y las resistencias de un sector de la clase política.




        Muestra de ello es la reforma al artículo 102 constitucional, aprobada en 2014. Según esta reforma, la Procuraduría General de la República (PGR) se transformará en la Fiscalía General de la Nación, pero como un órgano constitucional autónomo. La nueva fiscalía contará con al menos dos fiscalías especializadas: delitos electorales y de corrupción. Los titulares de estas fiscalías serán designados por el fiscal general, cuando el Congreso apruebe la Ley Orgánica de la Fiscalía. Los artículos transitorios de la reforma establecen que el procurador que esté en funciones cuando se apruebe la Ley Orgánica será el fiscal general por los siguientes nueve años.




        Además, dichos artículos transitorios establecen que la fiscalía heredará, sin más, todos los recursos humanos, presupuestales, financieros y materiales de la PGR. Es decir, la nueva institución cargará con todos los vicios de la vieja, diseñada, como hemos visto, para administrar el mercado de la impunidad. La nueva autonomía de la fiscalía será un mero cambio de letrero a la entrada de las oficinas de la actual PGR. Se habrá perdido, una vez más, la posibilidad de transformar esa institución.




        La agenda política de 2018, tanto en el ámbito federal como local, es construir unas fiscalías que, por primera vez en México, estén al servicio de la seguridad pública y la justicia de los ciudadanos. Fiscalías que sirvan a la sociedad, no al poder.




        El cambio de modelo de persecución criminal sólo puede construirse gradualmente, con una procuraduría que paulatinamente deje de operar y una Fiscalía General que se vaya gestando al mismo tiempo, tanto en el orden federal como en los estados. La Constitución de la Ciudad de México así lo contempla.




        En Chile, el sistema penal acusatorio fue sustituyendo progresivamente por regiones del país el viejo sistema de jueces de instrucción. El proceso duró siete años. Hubo una ruta crítica bien pensada, recursos presupuestales asegurados y un proceso de implantación bien ejecutado. Algo similar debería suceder en México. No obstante, esta progresividad choca frontalmente con los grupos de poder que se resisten a ceder sus privilegios y sus rentas y con la impaciencia de una ciudadanía que exige soluciones inmediatas. Parte sustancial de la agenda política de 2018 es hacer frente a los dos problemas: vencer las resistencias al cambio y eludir las soluciones rápidas y fáciles.




        Importa destacar que la agenda sustantiva de la fiscalía no está en el ámbito legislativo. Es muy importante reformar el artículo 102 constitucional para que la creación de la nueva fiscalía no signifique un mero cambio de letrero. Pero la tarea fundamental está en el diseño de una fiscalía que responda a las expectativas sociales y que produzca cambios sustantivos en su capacidad de investigación de delitos violentos de alto impacto, de casos de violaciones graves de derechos humanos y de casos de corrupción de alto perfil.




        La discusión sobre la Fiscalía General debería incorporar, entre otras, las siguientes propuestas:




        a) Autonomía institucional. Hay que abandonar esa ilusión de que la investigación y persecución de los delitos sólo es una cuestión de voluntad política. No basta con designar a un fiscal independiente, capaz y con convicciones. Las cabezas cuentan, pero lo que garantiza la autonomía de una fiscalía es su fortaleza institucional.




        Sirva de ejemplo de esto último el reciente despido del director del Federal Bureau of Investigation (FBI), James Comey, por el presidente Trump. Quedó claro que el presidente podía pedir la renuncia del director, pero no frenar la investigación que el FBI estaba llevando sobre la infiltración rusa en la elección de 2016. Ni Comey ni Trump podían frenar lo que la institución había iniciado. Se los impedía la autonomía de los procesos internos, el servicio civil de carrera y las facultades de los funcionarios que trabajan en el FBI. En eso consiste la autonomía política de cualquier institución.




        El reto más importante en México es construir las estructuras, los procesos internos, el capital humano, el servicio civil de carrera, los sistemas informáticos que hagan de la fiscalía un órgano autónomo. La premisa rectora es que ni el fiscal general, ni los grupos de poder, ni el presidente puedan frenar las investigaciones de la nueva fiscalía, ni decidir qué se investiga y qué no. Sólo un andamiaje institucional sólido podrá romper los vasos comunicantes del sistema político y la persecución criminal.




        b) Priorización de delitos. Es una fantasía pensar que es posible detectar, perseguir y encarcelar a todo el que viola la ley. Las limitaciones de la persecución criminal obligan a definir prioridades. Para dar contenido a eso que llamamos “lucha contra la impunidad”, hay que definir qué delitos es prioritario sancionar.




        En Chile, el mejor sistema de persecución criminal de América Latina, sólo 8.3% de los delitos denunciados en 2008 terminó con un responsable en la cárcel. Pero la tasa de castigo de homicidio fue de 91%, mientras que en México, según un estudio de México Evalúa, es de 20%.




        Cualquier estrategia contra la impunidad con posibilidades de éxito tiene que comenzar por priorizar conductas delictivas a perseguir y asumir que, a lo mucho, es posible sancionar con cárcel 20% de los delitos que se denuncian.




        ¿Qué sucede con las denuncias que no terminan con alguien en la cárcel? El nuevo sistema penal da a las fiscalías herramientas para segmentar casos, es decir, para que existan distintas rutas y formas de solución para atender las denuncias que se presentan. Por ejemplo, los acuerdos reparatorios para la víctima o la suspensión del proceso sujeta al imputado a que haga algo a cambio (someterse a un tratamiento contra las adicciones, por ejemplo). Sin embargo, la fiscalía también puede decidir no investigar el asunto y mandarlo al archivo: ello es lo que se conoce como principio de oportunidad. En Chile, en promedio, 60% de las denuncias siguen esta ruta.




        Debemos dar nuevos significados a eso que denominamos la tasa de impunidad; una fiscalía que sirva a los ciudadanos tiene que administrar eficientemente sus recursos.




        c) Política criminal explícita. Que la fiscalía pueda priorizar algunos casos y dejar sin investigar otros puede contaminarla de las inercias del viejo sistema. Es decir, que los criterios de segmentación sean un formato nuevo para seguir usando el sistema con fines políticos.




        Una de las funciones clave del fiscal general es definir y hacer pública su política de persecución criminal. Es decir establecer, mediante un cálculo realista de las cargas de trabajo, los recursos disponibles, las respuestas socialmente deseables, las metas y los resultados posibles. La política de persecución criminal, por lo tanto, define los criterios que debe seguir la institución para segmentar y priorizar casos, así como cuándo y por qué se decidirá aplicar el criterio de oportunidad.




        El diseño institucional debe impedir que un fiscal decida por sí solo qué hacer con cada asunto que le llega. Los criterios establecidos en la política de persecución criminal y los procesos internos son transversales en toda la institución y deben estar diseñados para que nadie, ni el fiscal general, pueda decidir por sí solo frenar una investigación en curso o aplicar el criterio de oportunidad.




        La política de persecución criminal tiene una dimensión interna y otra externa. La primera establece patrones de trabajo colectivos, metas y objetivos comunes. Ello permite establecer sistemas de seguimiento y medición del desempeño de la institución y de los que trabajan en ella.




        La dimensión externa debe articular el debate público informado sobre lo que puede esperarse de la fiscalía, fijando parámetros objetivos de rendición de cuentas de la institución en general y del fiscal en específico.




        Ambas dimensiones son sustanciales para la construcción de una fiscalía que sirva a los ciudadanos.




        d) Investigación criminal especializada y multidisciplinaria. De nada servirá una buena política de persecución criminal si la fiscalía no desarrolla capacidades de investigación de los casos que prioriza. El gran déficit del modelo de persecución autoritario es que no fue pensado para que el Ministerio Público y la policía pudieran armar rompecabezas necesarios para resolver delitos complejos. El viejo sistema podía fabricar o perdonar culpables de un delito. Para esto no necesitaba investigaciones profesionales, sino control del procurador sobre policías, ministerios públicos y jueces. Lo que tenían que hacer todos era seguir las instrucciones del procurador. Uno de los desafíos de la nueva fiscalía es desarrollar, por primera vez en México, verdaderas capacidades de investigación criminal.




        Hay que abandonar la investigación burocrática, ritualista y excesivamente formalizada, característica del modelo de persecución autoritario. La fiscalía debe imprimir flexibilidad y dinamismo al proceso de investigación mediante equipos multidisciplinarios, con expertos en inteligencia criminal, policías, fiscales y peritos. Los equipos deben especializarse en determinados delitos. No es lo mismo investigar un caso de corrupción que uno de trata de personas.




        Las capacidades de investigación de la fiscalía también requieren resolver los problemas de coordinación con otras agencias. En casos de corrupción, por ejemplo, es básico poder acceder con agilidad a los documentos de la administración pública, la información del SAT, de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), de los registros públicos de la propiedad, etcétera. El desafío es que estas otras instituciones no obstaculicen el trabajo de la fiscalía por intereses particulares o criterios políticos.




        La Fiscalía General es una institución clave para establecer un nuevo tipo de gobernabilidad en el país. El discurso político de que el país se mueve y cambia reformando las normas jurídicas está absolutamente desgastado. La agenda de 2018 debe centrarse en la construcción de instituciones. Y una de las más relevantes para el México de hoy es una Fiscalía General de la República que sirva a la sociedad y a los ciudadanos, no a los gobernantes y al poder.




        Nada de lo que propongo es un plan sencillo ni rápido. Pero estoy convencida de que una fiscalía que sirva a los ciudadanos y no al poder no puede surgir de un día para otro. Las soluciones rápidas y fáciles son tan peligrosas como las resistencias políticas al cambio.




        TRES PROPUESTAS PARA COMBATIR LA IMPUNIDAD




        1. Reformar el artículo 102 constitucional para que se establezca un proceso de transición gradual y supervisado entre la PGR y la FGR.




        2. Formar una comisión técnica que establezca el modelo de fiscalía y la ruta para instaurarla. Que mediante un debate público sean definidos los recursos públicos y humanos para ejecutarla.




        3. El primer fiscal general deberá priorizar la ejecución del modelo de fiscalía y la ruta de instauración con la ayuda y contrapeso de la comisión técnica.


      


    


  




  

    

      

        Ilegalidad




        ¿CORRUPTOS POR NATURALEZA?




        Héctor Raúl Solís Gadea




        … para que cualquier reforma de la vida mexicana se construya sobre bases sólidas, es de necesidad fundarla en una profunda reforma del carácter de nuestros hombres.




        SAMUEL RAMOS




        Hay una creencia muy extendida entre los mexicanos: somos corruptos por naturaleza. Todos por igual —desde el taquero de la esquina que se roba la electricidad hasta el funcionario que desvía millones de pesos— adolecemos de una tendencia innata a incumplir la ley.




        Esta idea me parece no sólo falsa, sino peligrosa. Primero, porque nos ofrece una explicación simplista de los problemas nacionales: si la cultura de la ilegalidad procede de nuestros genes, entonces no hay nada que hacer y México permanecerá siempre atrasado. Además, provoca que renunciemos a la crítica y al examen de nuestra historia.




        Segundo, esta creencia es falsa porque no toma en cuenta a los muchísimos mexicanos que todos los días cumplen la ley: empresarios honestos y empleados que trabajan honradamente. Olvida también a los millones de compatriotas que tras llegar a Estados Unidos se comportan como ciudadanos ejemplares.




        Por último, esta manera de pensar es dañina porque de tanto repetirla se ha convertido en una profecía que se cumple a sí misma. Si un adulto constantemente le dice a un niño que no sirve para estudiar, éste tendrá la mejor excusa para no esforzarse y fracasará. Algo parecido nos pasa a los mexicanos: estamos tan acostumbrados a escuchar nuestros prejuicios que pensamos que nos caracteriza la cultura de la ilegalidad, como si fuera la esencia inmutable o la mancha indeleble en nuestra manera de ser.




        No pretendo negar que la corrupción y la ilegalidad están arraigadas en las instituciones y prácticas cotidianas de nuestro país. De acuerdo con algunos estudios, México está entre los 53 países más corruptos del mundo; ocupa el lugar 123 de 176, y 25% de los mexicanos cree que romper la ley no es malo, que lo malo es ser descubierto. Sin embargo, pensar que nuestra corrupción es “cultural”, como sinónimo de algo perenne y natural, nos hace creer que nunca superaremos esta situación. Que esto sea así es la mejor excusa para entregarnos a la inacción, en vez de decidirnos a cambiar.




        La gran falacia detrás de todo esto es suponer que la cultura de un país es estática. Como alguna vez escribió Octavio Paz: el mexicano no es una esencia, es una historia. Es decir, si en verdad nos lo proponemos, podemos reformar nuestras costumbres, hábitos y mentalidades. El problema no son sólo la corrupción y la ilegalidad, sino la actitud que asumimos con respecto a ellas. México no está condenado al atraso y la barbarie. La cultura es maleable y está en nuestras manos transformarla.1




        La ilegalidad no es el único de nuestros problemas, pero está en el origen de muchos de ellos: propicia la impunidad y la corrupción, mina la confianza del individuo en su capacidad para salir adelante por la buena, y provoca desunión. Asimismo, nos impide ser una nación moderna, competitiva y democrática: el juego sucio limita el crecimiento de la economía, favorece la desigualdad y reproduce la dominación de los poderosos sobre los ciudadanos comunes.




        Vivir como vivimos, bajo un imperio de la ley incipiente, no significa que estemos atravesando por una situación de excepción, en el sentido de que tengamos un gobierno ilegal o inconstitucional. Significa que nuestra vida pública, el actuar cotidiano de funcionarios y ciudadanos, no refleja los ideales contenidos en el texto constitucional.




        No se trata sólo de que la Suprema Corte de Justicia y alguna otra instancia vigilen que se cumpla al pie de la letra lo señalado en la Carta Magna y en otras disposiciones legales. También hace falta que los fiscales, jueces y policías trabajen de acuerdo con la vieja máxima: nada ni nadie por encima de la ley.




        Se trata de que los políticos y los ciudadanos busquemos realizar los propósitos más amplios de la Constitución. Por ejemplo, comprometiéndonos a que la democracia sea algo más que un método para elegir gobernantes: un sistema de vida que mejore las condiciones de todos los mexicanos, tal y como se plantea en la Constitución. Algo similar decía el filósofo John Dewey: la democracia es un ideal moral, una forma de vida que debemos ejercer en nuestras prácticas cotidianas.




        La lista de propósitos de la Constitución es casi interminable; basta leer su texto para explicitarla y convertirla en un horizonte inagotable de conquistas sociales. Empero, lo clave es que los mexicanos consideremos los valores establecidos por ella como algo sagrado: el símbolo más elevado de nuestra unidad, el pacto que hemos asumido para dar vida a la República y propiciar una sociedad justa, compuesta de seres humanos iguales y con las mismas prerrogativas para buscar la felicidad.




        La historia de México es la historia de la lucha por hacer coincidir el país legal con el país real. Esa batalla no ha terminado. La búsqueda de un buen régimen es una tarea que siempre está por delante. Urge retomarla.




        Durante muchas décadas, a nuestra Carta Magna se la ha usado como ropaje para vestir de apariencia democrática regímenes autoritarios, como en la época del general Porfirio Díaz. La cohesión del país se ha fundado, más que en la observancia de normas formales, en relaciones de autoridad legitimadas por el carisma de hombres fuertes, militares, caciques o jefes políticos admirados o temidos, o en el poder de un partido para controlar cargos y prebendas del Estado.




        Desde el punto de vista cultural, la unidad de México se ha tratado de cimentar en el ideal de la identidad mestiza, o en la historia de bronce que no reconoce la rica pluralidad de grupos sociales que han participado en la construcción de la nación, como si solamente un determinado sector de la población portara la esencia nacional.




        Esas luchas han hecho de México un país dividido que casi siempre ha logrado la paz por la vía de imponer los poderes de hecho sobre los poderes de derecho. Y lo que también es grave: por la vía de excluir a amplios grupos humanos sociales de la visión de país consagrada en la Constitución.




        ¿Por qué se suele decir que en México no impera la ley o que el Estado de derecho es débil? Lo que existe es un continuo que nos acerca o aleja del imperio de la ley, pero un vistazo a la realidad de los últimos años no deja lugar a dudas de que hemos empeorado.




        Existen muchas zonas del país donde las organizaciones criminales delinquen con escalofriante libertad, muchas veces al amparo de las autoridades. Hay muchos gobernadores y funcionarios corruptos que no son sancionados por sus actos. De cada cien delitos sólo tres se castigan, además de que innumerables reos están en la cárcel por ilícitos que no han cometido. Por otro lado, nuestra vida pública muchas veces se rige por el capricho de grupos particulares o por funcionarios que venden sus influencias; en otras ocasiones, las mafias de políticos asumen el control de recursos del Estado como si fueran sus dueños; y no debemos olvidar que algunas movilizaciones sociales cometen ilegalidades sin ser sancionadas.




        Gobernantes y gobernados somos expertos en el arte de simular que acatamos los dictados de la ley. Al final, todo conduce a debilitar la autoridad y a dar poder a grupos de personas organizadas como mafias, y terminamos acostumbrándonos a recurrir a amigos o a las famosas “palancas”, o de plano al soborno, para obtener ventajas.




        Establecer el imperio de la ley, o el Estado de derecho, es una tarea de largo aliento. Sin embargo, debemos emprenderla ahora, con el apoyo concertado de las instituciones del Estado y las organizaciones políticas y cívicas. Si los mexicanos no entendemos la importancia de esta labor, pospondremos para un futuro inalcanzable el país con el que hemos soñado desde que nos independizamos de España. En este esfuerzo, las élites políticas tienen la responsabilidad de tomar la iniciativa.




        Hay varios ejemplos de países que transitaron a una situación en que la ley prevalece sobre todo lo demás y cualquier ciudadano puede hacer valer sus derechos contra hombres poderosos y mafias enquistadas. En las naciones desarrolladas, el ciudadano no necesita ser influyente para que se le otorgue lo que le corresponde. Sus derechos están protegidos por la Constitución, es decir, por el acuerdo de voluntades que sustenta la unión del Estado y el interés público.




        Por otra parte, en esas naciones el ciudadano asume cotidianamente que tiene responsabilidades. Se reúne con otros y juntos participan en la vida pública, exigen a las autoridades que hagan bien su trabajo y también cumplen con lo que les concierne. La obligación de obedecer las leyes forma parte del respeto al orden establecido por la Constitución de la que el ciudadano se siente autor, porque aquélla responde a los principios y valores con los que éste se identifica. No quiero decir que sea así siempre y que haya sociedades perfectas. No las hay en ninguna parte del mundo.




        En las democracias más avanzadas el esfuerzo por hacer valer lo que dictan las leyes se hace de manera permanente: todos los días vemos movilizaciones encaminadas a que se respeten y amplíen los derechos constitucionales, o a que se castigue a los gobernantes que no respetan la legislación. Esa labor política también se hace en México, pero aquí los ciudadanos son más débiles y, por lo tanto, les resulta mucho más difícil someter a las autoridades a lo que señala la ley.




        ¿Qué hacer?




        México debe superar su divorcio de la ley. En los últimos lustros, han ocurrido muchas cosas que nos obligan a ello. No tenemos opción: nos hemos vuelto una sociedad mucho más diversa cuyas fuerzas fundamentales caminan en direcciones diferentes. Vivimos una situación de anomia: una condición en que se debilitan las normas morales y se erosionan las creencias colectivas que nos proporcionan sentimientos de pertenencia, compromiso y obligación de los unos hacia los otros. Somos mucho más individualistas que antes, más proclives a buscar la felicidad en la vida privada y las aspiraciones personales.




        Ni la religión ni las identidades étnicas, ni el poder de algún partido o empresa, ni mucho menos una ideología o un líder carismático son suficientes para unificar al país. Hoy es el derecho, el respeto a la Constitución y las leyes, sostenido por un acuerdo de promesas mutuas entre los mexicanos que incluya el reconocimiento cívico de todas las comunidades, lo que nos unirá en la búsqueda de un ideal que nos convierta en una buena sociedad.




        No es un asunto de ideologías, ni de izquierdas o derechas; ni siquiera es una cuestión que se resuelva con la competencia entre partidos políticos. Es algo que está por encima de eso, y que no depende de la llegada de un determinado grupo o persona al poder, sino de un compromiso asumido por ciudadanos y gobernantes.




        Es preciso renovar la República. Esto no significa realizar actos espectaculares, sino implantar cambios paulatinos que den una dirección coherente a la vida nacional y un cierto vigor al espíritu público, de manera a que día a día, con pequeñas acciones, construyamos la institucionalidad necesaria.




        Honrar la Constitución y la ley es responsabilidad del Estado, pero también de los ciudadanos; involucra el funcionamiento de las instituciones y la influencia de la cultura cívica. El Estado promulga la ley a partir de la deliberación racional y la argumentación pública por parte de los representantes populares, y se responsabiliza de hacerla observar en la práctica acompañándola del entramado coercitivo correspondiente. De esta manera, al ciudadano le resulta racional obedecer la ley porque así evita las consecuencias de no hacerlo. Pero la motivación de éste no se reduce a un cálculo; también se origina en el sustrato de aspiraciones cívicas, preferencias morales y disposiciones éticas de la sociedad que lo ha formado. El buen ciudadano sabe que cumplir la ley es contribuir al ideal de país en el que cree.




        Al Estado le corresponde dotar de autonomía al sistema legal para que ningún interés económico, político o religioso interfiera con el cumplimiento de las leyes y el carácter universal de su aplicación. Debe evitar que el dinero, el poder o las ideologías tengan mayor peso que el derecho. Por otro lado, el sistema legal debe conformarse con legislaciones adecuadas y administraciones encargadas de impartir justicia imparcial y profesional, amén de procesos judiciales correctos.




        De los ciudadanos se requieren hábitos, costumbres y capacidades de juicio moral que los predispongan para entablar relaciones en las que imperen la justicia, la reciprocidad y la confianza, fundamentos sobre los cuales también descansa el orden social. Por consiguiente, los ciudadanos podrán comprender que para cada ley formal existe un razonamiento ético del que se desprende su legitimidad y la necesidad de su obediencia.




        La disposición de las personas para cumplir sus compromisos en la vida cotidiana aporta el fundamento que sostiene el edificio del Estado. En una sociedad bien integrada las leyes se obedecen porque se consideran legítimas; es decir, se acatan porque reflejan los ideales que los seres humanos comparten, y no por temor a recibir un castigo en caso de no hacerlo. Un ejemplo sería la prohibición de cometer homicidio: lo idóneo es que la gente evite matar porque considera a la vida humana como un valor que se debe proteger por sí mismo. Si la mayoría de las personas no asume el supuesto de la legitimidad ética de la norma, y sólo se comporta considerando su aspecto coercitivo, no habría cárceles suficientes para los delincuentes.




        ¿Cómo implantar una cultura de respeto a la legalidad en México? La cultura es una forma de vida que involucra creencias y prácticas que cambian a lo largo del tiempo. No es una pesada roca que estemos condenados a cargar por siempre. Las tradiciones, los valores y las costumbres también se crean; tienen que ver con la decisión de ponerlas en marcha. Jugar limpio, esforzarse por cumplir bien en el trabajo y asumir las responsabilidades del propio destino es el comportamiento que renueva la República.




        Nos vamos a acostumbrar a obedecer la ley, y a exigir que los demás lo hagan, cuando nos convenzamos de que eso favorece nuestro mejor interés; cuando sea irracional infringir las normas porque las instituciones están allí para hacernos pagar las consecuencias de seguir una conducta ajena a lo establecido por el derecho. En suma, cuando sea más caro violar la ley que cumplirla. Los ciudadanos virtuosos no nacen, se hacen; no preexisten a las instituciones, se forman junto con ellas y ayudan a sustentarlas.




        Las reglas se crean para evitar la incertidumbre y combatir el caos, superar el desorden y conjurar la destrucción; se hacen valer con razones y argumentos; se sostienen con el ejemplo de los primeros obligados a observarlas: los gobernantes; se reproducen cuando los habitantes de la nación aprenden a amarlas porque les brindan el beneficio de la seguridad y la protección para sus vidas; se garantizan, en última instancia, con la fuerza coercitiva del Estado, también sujeta, por cierto, a la propia legalidad.




        Cristalizar estos propósitos tomará mucho tiempo. Por eso es preciso comenzar cuanto antes.




        El gobierno debe empezar por respetarse a sí mismo, respetando las decisiones del poder constituyente que le da sustento, impulsando con los ciudadanos el diálogo y la acción de concierto, asumiendo compromisos mutuos y la disposición a cumplirlos como el mejor camino para restaurar la confianza en la nación y en su porvenir.




        A los ciudadanos les toca estar vigilantes y exigir que los gobernantes hagan bien su trabajo; interesarse en los asuntos públicos, participar en los debates, denunciar los delitos y evitar participar de la corrupción: no sobornar ni buscar palancas, y en sus ámbitos más inmediatos criticar los hechos de corrupción y contradecir a quienes reproducen los dichos del estilo “el que no transa no avanza”.




        En última instancia, todos tenemos la palabra, la oportunidad de abandonar la comodidad de pensar que somos corruptos por naturaleza y decidirnos a cambiar.




        La cultura de la ilegalidad no es una marca imborrable de nuestro carácter; es un pretexto para no cambiar y beneficiarnos de las ventajas particulares que nos brinda la corrupción.




        Las circunstancias actuales nos obligan a modificar hábitos y transformar costumbres. Nuestra diversidad de intereses y tendencias al conflicto y a la anomia sólo pueden ser conciliadas si ponemos al imperio de la ley y la Constitución en el centro de lo que nos identifica como mexicanos y como el instrumento para dirimir nuestras diferencias.




        Para ello, hay que aportar la fuerza de las instituciones del Estado y el convencimiento y la vigilancia cotidiana de los ciudadanos. El precio a pagar es alto, implica esfuerzo y perseverancia. Pero el resultado valdrá la pena: seremos más justos y más libres.




        TRES PROPUESTAS PARA SUPERAR


        LA CULTURA DE LA ILEGALIDAD




        1. Que los ciudadanos y los gobernantes hagamos el compromiso mutuo de obedecer la ley y exigir que sus dictados se apliquen sin distinciones. Difundir estos propósitos mediante programas educativos y campañas de comunicación.




        2. Considerar a la Constitución como el pacto cívico que sostiene la unidad de la República y hace valer los derechos de todos los ciudadanos.




        3. Que las instituciones funcionen con eficacia, de tal manera que los ciudadanos y los gobernantes asuman la expectativa razonable de que acatar la ley es beneficioso para ellos y para la nación.




        

          




          1 Los mexicanos podemos hacer mucho si cambiamos nuestra mentalidad. Combatir el prejuicio de que somos innatamente corruptos sería el primer paso en el combate de otras creencias acerca de nuestro carácter nacional que también nos perjudican, como la idea de que somos indolentes y nos aqueja un complejo de inferioridad.
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